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FALLO DE TUTELA 
RADICADO: 684254089001-2023-00036-00  

ACCIONANTE: EDWING FABIAN DIAZ PLATA 
ACCIONADO: ALCALDIA DE MACARAVITA - SANTANDER 

 
Macaravita (S), Veinticuatro (24) de Noviembre de dos mil veintitrés (2023) 

 
Procede el Despacho a pronunciarse de fondo respecto del amparo solicitado por el 
señor EDWING FABIAN DIAZ PLATA en contra del MUNICIPIO DE MACARAVITA, 
que involucra su derecho fundamental al Derecho de Petición. 
 

ANTECEDENTES 
 
EDWING FABIAN DIAZ PLATA actuando en nombre propio, instaura acción pública 
constitucional por estimar vulnerado su derecho fundamental al Derecho de Petición. 
Sustenta su solicitud, en los siguientes hechos que se resumen así: 
 

HECHOS Y PRETENSIONES 
 

1. Manifiesta el actuante que desde el día 20 de Julio del año 2022 se desempeña 
como Senador de la Republica. 

2. Nos informa que el día 11 de octubre de 2023 radico Derecho de Petición con 
numero de radicado D.P 20239550 al correo electrónico: 
Contactenos@macaravita-santander.gov.co, el cual pertenece a la Alcaldía 
Municipal de Macaravita - Santander. 

3. Para finalizar alucen que, a la fecha aún no se ha dado respuesta a la solicitud 
presentada y ya se vencieron los términos generales para atender peticiones 
consagradas en el artículo 1° de la Ley 1755 de 2015. 

 
Como pretensiones depreca al Juez Constitucional lo Siguiente: 
 

1. Que se tutele el derecho fundamental, como es el Derecho de Petición. 
2. Que conforme a lo anterior se ORDENE al Municipio de Macaravita: responder 

la petición incoada y se prevenga a la entidad para no volver a incurrir en la 
conducta vulnerante al derecho fundamental de petición. 
  

ELEMENTOS DE PRUEBA QUE OBRAN EN EL EXPEDIENTE 
 

1. Copia del Derecho de Petición 
2. Pantallazo de la radicación de la solicitud 
3. Copia de la credencial como Senador 
4. Copia de la Cedula de Ciudadanía de Edwing Fabian Diaz Plata 

 
TRASLADO Y PRONUNCIAMIENTO DE LA ALCALDIA DE MACARAVITA – 
SANTANDER 
 
Recibida la solicitud de tutela, el Despacho mediante auto adiado el 15 de noviembre 
de los corrientes, admitió la demanda y dispuso correr traslado a la entidad accionada. 
ALCALDIA DE MACARAVITA, respondió a la presente acción constitucional el 22 de 
noviembre de 2023, indicando que ese mismo día, se dio respuesta al correo 
electrónico del accionante denominado EDWING FABIAN DIAZ PLATA en el cual se 
otorga la respectiva contestación de fondo del derecho de petición impetrado, por lo 
que solicita declarar por improcedente la acción de tutela, teniendo en cuenta que del 
presunto derecho fundamental vulnerado HA CESADO, y se la ha dado la respectiva 
contestación a la petición realizado por el accionante. 
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COMPETENCIA 
 
De conformidad con la competencia atribuida por el artículo 86 de la Carta Política, al 
tenor de lo dispuesto por el artículo 1º, numeral 1º, inciso 2º del Decreto 1382 del 
2000, y lo preceptuado por el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, este Juzgado es 
competente para el conocimiento de la presente acción de tutela, ya que los jueces 
municipales conocerán de las acciones constitucionales contra cualquier autoridad del 
orden distrital o municipal y contra particulares. 
 

PROBLEMA JURÍDICO 
 
Corresponde al Despacho determinar si, en el presente asunto la ALCALDIA DE 
MACARAVITA, vulneró el derecho fundamental de Petición, al no responder al 
Derecho de Petición enviado y radicado por el señor EDWING FABIAN DIAZ PLARA 
por medios virtuales el día 11 de octubre de la presente anualidad. 
 

CONSIDERACIONES 
 
Derecho Fundamental al Derecho de Petición. 
 
El artículo 23 de la Constitución Política de Colombia nos dice: “Toda persona tiene 
derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés 
general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su 
ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales1” 
 
La jurisprudencia de Corte Constitucional ha puesto de relieve la relación existente 
entre el derecho de acceso a la información y el derecho de petición, precisando que 
“la Constitución consagra expresamente el derecho fundamental de acceso a 
información pública (C.P. art. 74) y el derecho fundamental de petición (C.P. art. 23) 
como herramientas esenciales para hacer efectivos los principios de transparencia y 
publicidad de los actos del Estado. En este sentido, la Corte ha reiterado que tales 
derechos son mecanismos esenciales para la satisfacción de los principios de 
publicidad y transparencia y en consecuencia se convierten en una salvaguarda 
fundamental de las personas contra la arbitrariedad estatal y en condiciones de 
posibilidad de los derechos políticos. Por tales razones, los límites a tales derechos 
se encuentran sometidos a exigentes condiciones constitucionales y el juicio de 
constitucionalidad de cualquier norma que los restrinja debe ser en extremo riguroso” 
 
La procedencia de la acción de tutela en contra de particulares fue dispuesta en el 
inciso final del artículo 86 de la Constitución, de acuerdo con el cual “La ley 
establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares 
encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y 
directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en 
estado de subordinación o indefensión”. La ley a la que se refiere el enunciado es el 
Decreto 2591 de 1991, que en el artículo 42 enumera nueve modalidades de la acción 
de tutela contra particulares. También son aplicables en este caso, los artículos 32 y 
33 de la Ley 1755 de 2015 Estatutaria sobre derecho de petición, que establecen los 
casos de procedencia del derecho de petición ante particulares, y por extensión, la 
procedencia de la acción de tutela en aquellos eventos en los que los particulares 
requeridos incurran en la violación del derecho de petición, resultando necesario 
acudir a la jurisdicción constitucional de tutela. La ley estatutaria no prevé un 
mecanismo administrativo o judicial que pueda o deba ser agotado, por aquellos 
peticionarios a los que un particular les ha negado la entrega de información o de 
documentos alegando la reserva de los mismos. Dentro de esta comprensión, y ante 
la inexistencia de otro medio de defensa, procede el ejercicio de la acción de tutela.” 
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Durante los primeros años de vigencia de la Constitución de 1991, la norma legal de 
referencia para el derecho de petición fue el Decreto 01 de 1984 Por el cual se reforma 
el Código Contencioso Administrativo, que regulaba su ejercicio entre los artículos 5, 
6, 7, 8, 31, 32, 33 y 39, principalmente. En dicho escenario la Corte Constitucional 
identificó los contenidos mínimos de ese derecho fundamental, señalando además el 
sistema de reglas que rigen su cumplimiento y aplicación, precisando que su 
contenido esencial comprende los siguientes elementos: 
 
“a) la posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante 
las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; 
b) la respuesta oportuna, es decir, dentro de los términos establecidos en el 
ordenamiento jurídico; c) la respuesta de fondo o contestación material, lo que supone 
que la autoridad entre en la materia propia de la solicitud, sobre la base de su 
competencia, refiriéndose de manera completa a todos los asuntos planteados (plena 
correspondencia entre la petición y la respuesta), excluyendo fórmulas evasivas o 
elusivas; y d) la pronta comunicación de lo decidido al peticionario, con independencia 
de que su sentido sea positivo o negativo.”1Conforme lo dispone la jurisprudencia de 
la Corte Constitucional y lo ha venido reiterando, el ejercicio del derecho de petición 
en Colombia está regido por las siguientes reglas y elementos de aplicación: 1) El de 
petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la efectividad de los 
mecanismos de la democracia participativa. 2) Mediante el derecho de petición se 
garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos de acceso a la 
información, la libertad de expresión y la participación política. 3) La respuesta debe 
satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser oportuna, es decir, debe 
ser dada dentro de los términos que establezca la ley; (ii) la respuesta debe resolver 
de fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser clara, precisa y congruente 
con lo solicitado; y (iii) debe ser puesta en conocimiento del peticionario. 4) La 
respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se concreta 
necesariamente en una respuesta escrita. 5) El derecho de petición fue inicialmente 
dispuesto para las actuaciones ante las autoridades públicas, pero la Constitución de 
1991 lo extendió a las organizaciones privadas y en general, a los particulares. 6) 
Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver las peticiones 
formuladas fue el señalado por el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo, 
que señalaba un término de quince (15) días para resolver, y en los casos en que no 
pudiere darse la respuesta en ese lapso, entonces la autoridad pública debía explicar 
los motivos de la imposibilidad, señalando además el término en el que sería dada la 
contestación. 7) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la 
obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. En 
sentido concurrente, el silencio administrativo es prueba de la violación del derecho 
de petición. 8) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el derecho 
de petición no la exonera del deber de responder2. 9) La presentación de una petición 
hace surgir en la entidad, la obligación de notificar la respuesta al interesado3. 
 
Posteriormente sería expedida la Ley 1437 de 2011 “Por la cual se expide el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, que destinó el 
Título II de la Primera Parte, artículos 13 a 33, al Derecho de Petición, dividiendo la 
materia en   tres   capítulos   referidos   a   las reglas generales del   derecho   de   
petición   ante   autoridades,    las reglas especiales del derecho de petición ante 
autoridades y el derecho de petición ante organizaciones e instituciones privadas, 
respectivamente. Este título sería declarado inexequible por la Sentencia C-818 de 
20114 por violación de la reserva de ley estatutaria, otorgándole al Congreso un plazo 

 
1 Sentencia C-T-251 de 2008 M.P. Humberto Sierra Porto, citando la Sentencia C-510 de 1994 M.P. Jorge Arango Mejía 
2 Sentencia 219 de 2001, M.P. Fabio Morón Díaz; Sentencia T-1006 de 2001 
3 Sentencia 249 de 2001, M.P. José Gregorio Hernández Galindo, Sentencia T-1006 de 2001 
4 Sentencia C-818 de 2011 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
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de dos años para la expedición de la respectiva ley. 
 
Finalmente fue expedida la Ley 1755 de 2015 “Por medio de la cual se regula el 
Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, una norma de carácter estatutario, 
conformada por 33 artículos, sectorizados en tres capítulos, que establecen la 
regulación integral de ese derecho fundamental, cuyo proyecto fue objeto de control 
previo de constitucionalidad por medio de la Sentencia C-951 de 2014. 
 
Una de las finalidades perseguidas por el derecho de petición está la de obtener 
información a través de su contestación. Este tipo de peticiones han sido denominadas 
peticiones de información, modalidad la cual es regulada en el Código Contencioso 
Administrativo artículo 18 inciso final. 
 
5No se establece como requisito para ejercer el derecho de petición tendiente a la 
consecución de información que éste sea el único mecanismo idóneo para 
conseguirla. Si bien pueden existir otros mecanismos cuya finalidad sea dirigida con 
mayor precisión a la satisfacción de un interés particular, la persona en cuya cabeza 
radica tal interés puede considerar más idóneo el derecho de petición para 
satisfacerlo. El derecho de petición no tiene dentro de su naturaleza la característica 
de ser subsidiario. 
 
6El derecho de petición se puede canalizar a través de medios físicos o electrónicos 
de que disponga el sujeto público obligado, por regla general, de acuerdo con la 
preferencia del solicitante. Tales canales físicos o electrónicos pueden actuarse de 
forma verbal, escrita o por cualquier otra vía idónea que sirva para la comunicación o 
transferencia de datos. 
 
Mediante sentencia T 230 de 2020 nos dicen que las reglas para la radicación y 
presentación de solicitudes en plataformas tecnológicas son: “(i) determinar quién es 
el solicitante, (ii) que esa persona aprueba lo enviado y (iii) verificar que el medio 
electrónico cumpla con características de integridad y confiabilidad, las autoridades 
no podrán negarse a recibir y tramitar las peticiones que sean formuladas ante ellas 
por medio de mensajes de datos, a partir de cualquier tipo de plataforma tecnológica 
que permita la comunicación entre el particular y la entidad”. 
 
Además de tener claridad sobre: “Cualquier tipo de medio tecnológico habilitado por 
la entidad y que funcione como un puente de comunicación entre las personas y las 
entidades, podrá ser utilizado para el ejercicio del derecho fundamental de petición. 
De ahí que, siempre deberá ser atendido por los funcionarios correspondientes para 
dar respuesta a las solicitudes, quejas, denuncias y reclamos que se canalicen por 
dicho medio”. 
 
El servicio y la atención al ciudadano tienen un claro fundamento constitucional en los 
artículos 2, 23 y 74 de la Carta Fundamental, cuando se hace referencia a los fines 
esenciales del Estado de servir a la comunidad y de facilitar la participación de todos 
en las decisiones que los afectan y, además, cuando se reconocen como derechos 
fundamentales la posibilidad de formular peticiones ante las autoridades, y de obtener 
respuesta de su parte, aunado al derecho que tienen las personas de acceder a los 
documentos públicos. Estos mandatos deben ser cumplidos en virtud de los principios 
que guían la función administrativa como lo son la igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad. 

 
5 https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2001/T-463-01.htm 
6 https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2020/T-230-20.htm 
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El derecho de petición no se encuentra limitado en su ejercicio según las finalidades 
de la información solicitada en el mismo. Tampoco se establece ni legal ni 
constitucionalmente su subsidiariedad con respecto a otros mecanismos. Además, en 
los casos de peticiones de información contenida en documentos públicos, no sólo se 
estaría vulnerando el derecho de petición, sino el derecho al libre acceso a los 
documentos públicos. 
 
Reiteradamente esta Corte ha señalado que el derecho de petición en su contenido 
comprende los siguientes elementos: i.) la posibilidad cierta y efectiva de elevar, en 
términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a 
recibirlas o se abstengan de tramitarlas (núcleo esencial); ii.) una respuesta que debe 
ser pronta y oportuna, es decir otorgada dentro de los términos establecidos en el 
ordenamiento jurídico, así como clara, precisa y de fondo o material, que supone que 
la autoridad competente se pronuncie sobre la materia propia de la solicitud y de 
manera completa y congruente, es decir sin evasivas, respecto a todos y cada uno de 
los asuntos planteados y iv.) una pronta comunicación de lo decidido al peticionario, 
independientemente de que la respuesta sea positiva o negativa, pues no 
necesariamente se debe acceder a lo pedido. 
 
Subsidiariedad 
 
En virtud del principio de subsidiariedad, la tutela procede como mecanismo principal 
(artículo 86 C.P.9), cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial 
idóneo y eficaz para proteger sus derechos7. En cada caso concreto, el juez 
constitucional deberá verificar, de un lado, la existencia de un mecanismo judicial para 
garantizar los derechos del accionante. Y, del otro, la idoneidad y eficacia de aquel 
para restablecer de forma oportuna, efectiva e integral los derechos invocados8. Este 
análisis debe ser sustancial y no simplemente formal. De igual manera, ante la 
existencia de medios judiciales idóneos y eficaces, el amparo procederá 
transitoriamente para evitar un perjuicio irremediable. 
 
Adicionalmente, esta Corporación ha reconocido que, si el actor es un sujeto de 
especial protección constitucional, el juez de tutela debe aplicar criterios de análisis 
más amplios, aunque no menos rigurosos. En efecto, la jurisprudencia ha sostenido 
que, en los casos de niños, niñas y adolescentes, personas cabeza de familia, en 
situación de discapacidad, de la tercera edad o población desplazada, entre otros, se 
debe brindar un tratamiento diferenciado9. 
 
Carencia actual de objeto 
 
La jurisprudencia constitucional ha sostenido que, en ocasiones, las circunstancias 
que motivaron la solicitud de amparo cambian, lo que hace que la tutela pierda su 
razón de ser como mecanismo inmediato de protección15. En estas circunstancias, el 
juez no puede proferir una orden tendiente a salvaguardar los derechos 
fundamentales invocados. Para referirse a estos casos, la doctrina constitucional ha 
empleado el concepto de carencia actual de objeto. 
 
La Sentencia SU-522 de 2019 recordó que inicialmente la jurisprudencia contempló 
dos categorías de la carencia actual de objeto: el hecho superado y el daño 
consumado. Precisó que la primera tiene lugar cuando la entidad accionada satisface 

 
7 Ver el inciso 4º del artículo 86 de la Constitución y del numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991. 10 “Procede como mecanismo definitivo cuando el medio 
ordinario dispuesto para resolver las controversias, no es idóneo y eficaz, conforme a las circunstancias del caso que se estudia”. Sentencia T-188 de 2020. Ver además 
las Sentencias T-800 de 2012, T-436 de 2005 y T-108 de 2007. 
8 Sobre el particular, la Corte ha establecido que “el medio debe ser idóneo, lo que significa que debe ser materialmente apto para producir el efecto protector de los 
derechos fundamentales. Además, debe ser un medio eficaz, esto es, que debe estar diseñado de forma tal que brinde oportunamente una protección al derecho”. 
Sentencia T-040 de 2016. 
9 Sentencias T-662 de 2013 y T-527 de 2015 
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voluntariamente y por completo lo pedido. Por su parte, la segunda ocurre cuando “la 
afectación que con la tutela se pretendía evitar” termina perfeccionada. 
 
Sin embargo, la Corte resaltó que existe una tercera categoría que corresponde al 
hecho o circunstancia sobreviniente. Esa modalidad comprende aquellos eventos, en 
los que, si bien no es posible la emisión de una orden de protección de los derechos 
invocados, no corresponden a los conceptos tradicionales de hecho superado y daño 
consumado. Es decir, cualquier “otra circunstancia que determine que, igualmente, la 
orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surta 
ningún efecto y por lo tanto caiga en el vacío”. Esta se puede dar, por ejemplo, cuando 
el accionante asume la carga que no le correspondía, pierde interés en el resultado 
de la litis, o es imposible que la pretensión se lleve a cabo. 
 
Carencia actual de objeto por hecho superado 
 
La carencia actual de objeto por hecho superado tiene lugar cuando, entre la 
interposición de la acción de tutela y la decisión del juez constitucional, desaparece la 
afectación al derecho fundamental alegada y se satisfacen las pretensiones del 
accionante, debido a “una conducta desplegada por el agente transgresor”. 
 
Cuando se demuestra esta situación, el juez de tutela no está obligado a proferir un 
pronunciamiento de fondo. Sin embargo, de considerarlo necesario, puede consignar 
observaciones sobre los hechos que dieron lugar a la interposición de la acción de 
tutela, bien sea para condenar su ocurrencia, advertir sobre su falta de conformidad 
constitucional o conminar al accionado para evitar su repetición. 
 
En estas circunstancias, el juez constitucional debe declarar la improcedencia de la 
acción de tutela por carencia actual de objeto, pues, de lo contrario, sus decisiones y 
órdenes carecerían de sentido, ante “la superación de los hechos que dieron lugar al 
recurso de amparo o ante la satisfacción de las pretensiones del actor”. 
 
Inmediatez 
 
El principio de inmediatez frente a la acción de tutela se puede encontrar definida en 
la SU 108 de 2018 que nos dice: “la Corte ha reiterado que debe existir una correlación 
entre el elemento de inmediatez, que es consustancial a la acción de tutela, y el deber 
de interponer este recurso judicial en un término justo y oportuno, es decir, que la 
acción deberá ser interpuesta dentro de un término razonable desde el momento en 
el que se presentó el hecho u omisión generadora de la vulneración; razonabilidad 
que se deberá determinar tomando en consideración las circunstancias de cada caso 
concreto”; en la misma mas adelante nos trae la sentencia que desarrollo el principio 
de inmediatez y nos dice: “Dicho principio de inmediatez fue desarrollado inicialmente 
en la sentencia SU-961 de 1999, en la cual esta Corporación reiteró que, si bien por 
regla general el juez constitucional no puede rechazar la acción de tutela por razones 
relacionadas con el paso del tiempo, por cuanto ésta no tiene término de caducidad, 
lo cierto es que la naturaleza propia de esta acción constitucional infiere que la misma 
debe presentarse dentro de un plazo razonable.” 
 
La misma sentencia anteriormente mencionada nos informa que: “De lo anterior, es 
claro que el principio de inmediatez se debe estudiar y analizar a partir de tres reglas. 
En primer lugar, se debe tener en cuenta que la inmediatez es un principio que busca 
proteger la seguridad jurídica y garantizar la protección de los derechos 
fundamentales de terceros, que puedan verse afectados por la interposición de la 
acción de tutela dentro de un tiempo que no es razonable. En segundo lugar, el 
análisis de la inmediatez debe hacerse a partir del concepto de razonabilidad, teniendo 
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en cuenta las particularidades de cada caso concreto. En tercer lugar, es evidente que 
el concepto de “plazo razonable” se predica de la naturaleza misma de la acción de 
tutela, en tanto ésta constituye una respuesta urgente e inmediata ante una 
vulneración o amenaza a los derechos fundamentales”. 
 
Para finalizar y tener en cuenta se informa que en la misma jurisprudencia acotan: “a 
partir de los eventos expuestos anteriormente, los cuales, por supuesto no son 
taxativos, el juez constitucional podrá valorar el caso concreto para establecer si la 
acción es procedente, aun cuando hubiese inactividad del accionante durante un 
tiempo considerable con respecto al momento en el que se generó el hecho 
presuntamente vulneratorio de sus derechos fundamentales. De acuerdo con lo 
anterior, para declarar la improcedencia de la acción de tutela por carencia de 
inmediatez, no basta con comprobar que ha transcurrido un periodo considerable 
desde la ocurrencia de los hechos que motivaron su presentación hasta la 
interposición del recurso, sino que, además, es determinante que el juez valore si la 
tardanza en el ejercicio de la acción tuvo origen en razones jurídicamente válidas que 
expliquen de manera razonable la inactividad del accionante, de tal forma que, en 
caso de que concurran estos eventos, el amparo constitucional sería procedente y la 
acción se entendería interpuesta dentro de un término razonable.” 
 

ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO. 
 
Descendiendo al asunto en cuestión, el accionante en el escrito introductorio 
impetrado: “Manifiesta el actuante que desde el día 20 de Julio del año 2022 se 
desempeña como Senador de la Republica; Nos informa que el día 11 de octubre de 
2023 radico Derecho de Petición con numero de radicado D.P 20239550 al correo 
electrónico: Contactenos@macaravita-santander.gov.co, el cual pertenece a la 
Alcaldía Municipal de Macaravita – Santander; Para finalizar aduce que, a la fecha 
aún no se ha dado respuesta a la solicitud presentada y ya se vencieron los términos 
generales para atender peticiones consagradas en el artículo 1° de la Ley 1755 de 
2015”. 
  
Previa información otorgada por la ALCALDIA DE MACARAVITA, resulta procedente 
traer a colación que en lo referente a la presente acción constitucional se toma como 
Hecho Superado, definiendo el mismo como: “Este escenario se presenta cuando 
entre el momento de interposición de la acción de tutela y el fallo, se evidencia que, 
como consecuencia del obrar de la accionada, se superó o cesó la vulneración de 
derechos fundamentales alegada por el accionante”. 
 
Manifestando que la configuración de un hecho superado hace innecesario el 
pronunciamiento de fondo por el juez constitucional, “pues no resulta procedente 
emitir orden alguna encaminada a proteger los derechos invocados por el accionante, 
desapareciendo en consecuencia la vulneración o amenaza de vulneración de los 
derechos constitucionales fundamentales cuya protección se solicita a través de este 
mecanismo constitucional, por la satisfacción de lo pedido en la acción de tutela, y en 
consecuencia con lo expuesto no resulta necesario continuar con el trámite iniciado”, 
y que el hecho superado tiene ocurrencia cuando lo pretendido a través de la acción 
de tutela se satisface y desaparece la vulneración o amenaza de los derechos 
fundamentales invocados por el demandante, de suerte que la decisión que pudiese 
adoptar el juez respecto del caso específico resultaría a todas luces inocua y, por lo 
tanto, contraria al objetivo de protección previsto para el amparo constitucional. En 
este supuesto, no es perentorio incluir en el fallo un análisis sobre la vulneración de 
los derechos fundamentales cuya protección se demanda, salvo “si considera que la 
decisión debe incluir observaciones acerca de los hechos del caso estudiado, ya sea 
para llamar la atención sobre la falta de conformidad constitucional de la situación que 
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originó la tutela, o para condenar su ocurrencia y advertir la inconveniencia de su 
repetición, so pena de las sanciones pertinentes, si así lo considera. De otro lado, lo 
que sí resulta ineludible en estos casos, es que la providencia judicial incluya la 
demostración de la reparación del derecho antes del momento del fallo. Esto es, que 
se demuestre el hecho superado” 
 
Este Juzgado, procederá a DECLARAR la carencia actual del objeto por hecho 
superado frente a las pretensiones primera del escrito de tutela, por lo tanto, no se 
tutelan los derechos de EDWING FABIAN DIAZ PLATA. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Promiscuo Municipal de Macaravita (Santander), 
administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Constitución y 
la Ley, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: DECLARAR la carencia actual de objeto por la existencia de un hecho 
superado, del amparo constitucional reclamado por el accionante EDWING FABIAN 
DIAZ PLATA en contra de ALCALDIA DE MACARAVITA, por lo expuesto en la parte 
motiva del auto. 
 
SEGUNDO: NOTIFICAR por el medio más expedito esta providencia a las partes y 
se le hace saber que disponen del término de tres (3) días contados a partir del 
siguiente al recibo de la notificación respectiva para impugnar esta decisión. 
 
TERCERO: REMITIR esta acción constitucional a la Corte Constitucional para su 
eventual revisión, si no fuere impugnada. 
 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE 
 
 
 
 
 
 

YANETH SANCHEZ CASTILLO 
Juez 
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